
C A t 0 CT Dinmilm 1998 

Real Decreto 1930/1998, de 11 de septie1nbre, 
por el que se desarrolla el régimen sancionador 
tributario y se introducen las adecuaciones 
necesarias en el Real Decreto 939/1986, 
de 25 de abril, por el que se aprueba 
el Reglamento General de la Inspección 
de los Tributos 

En virtud de lo dispuesto en la d isposiCJón final quinta de la Ley 1/1998, de 
26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes y en la d1sposi­
ción final segunda de la Ley 25/1995, de 20 de JUnio, de modificación parcial 
de la Ley General Tributana, el Gobierno a propuesta del Ministro de Economía 
y Hacienda ha dispuesto configurar un procedimiento sancionador presidido 
por el respeto a los derechos y garantías de los contribuyentes y al principio de 
segundad JUrídica. 

En este orden de cosas, se establece un grupo de medidas entre las que des­
tacan: 

• La imposición de sanCJoncs tnbutanas mediante un expediente d1stmto e 
independiente del instruido para la comprobación e investigación de la situa­
ción tributaria del sujeto infractor. 

• El desarrollo reglamentario de los criterios de graduación de sanciones 
previstas en la Ley General Tributana. 

• La posibilidad del contribuyente de prestar conformidad o disconformidad 
con la propuesta de resolución que se formule. 

• La suspensión de la ejecución de sanciones tributarias en tanto no sean fir­
mes en vía administrativa, sin necesidad de prestar garantía. 
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REAL DECRETO 1930/1998 

Real Decreto 1930/1998, de 
11 de septiembre, por el que 
se desarrolla el régimen 
sancionador tributario y se 
introducen las adecuaciones 
necesarias en el Real Decreto 
939/1986, de 25 de abril, por 
el que se aprueba el 
Reglamento General de la 
Inspección de los Tributos 

La Ley 111998, de 23 de febrero, de De­
rechos y Garantías de los Contribuyentes. 
ha introducido modificaciones esenciales 
en el ordenamiento jurídico vigente con la 
finalidad de reforzar la seguridad jurídica 
en el marco tributario, así como los dere­
chos y garantías del contribuyente en los 
procedimientos tributarios. 

En materia sancionadora estas orienta­
ciones se han considerado prioritarias y de 
ahí que la citada Ley haya establecido, con 
vistas al mejor cumplimiento de los objeti­
vos propuestos, que la imposición de san­
ciones tributarias se realice mediante un 
expediente distinto o independiente del 
instruido para la comprobación e investi­
gación de la situación tributaria del sujeto 
infractor, así como la suspensión de la eje­
cución de las sanciones tributaria en tonto 
no sean firmes en vía administrativa, lo que 
entraña la presentación de los correspon­
dientes recursos o reclamaciones sin nece­
sidad de prestar garantía. 

La aplicación de estos principios requie­
re del necesario desarrollo reglamentario 
en el que se configure un procedimiento 
sancionador tributario que incorpore tanto 
los principios contenidos en el artículo 77 
de la Ley General Tributaria, en su redac­
ción dada por la Ley 25/1995, de 20 de JU­
iio, como los incorporados por la citada 
Ley 111998. 

Esta configuración del procedim8iento 
sancionador tributario determina necesa-
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riamente la modificación del Reglamento 
General de la lnspección de los Tributos, 
aprobado por el Real Decreto 93911986, de 
25 de abril, al objeto de que este procedi­
miento se tramite y resuelva de forma se­
parada respecto del procedimiento instrui­
do para la comprobación e investigación de 
la situación tributaria del contribuyente, 
teniendo en cuenta las características pro­
pias de la tramitación y documentación de 
las actuaciones desarrolladas por la Inspec­
ción de los Tributos, al objeto de incorpo­
rar la posibilidad de prestar la conformidad 
o disconformidad con la propuesta de re­
solución que se formule al contribuyente y, 
en consecuencia, establecer una tramita­
ción adecuada a cada una de estas diferen­
tes situaciones. 

Asimismo, el presente Real Decreto de­
sarrolla lo previsto en la Ley General Tri­
butaria en materia de sanciones y, en parti­
cular, los criterios de graduación aplicables 
para su imposición, introduciendo unos 
criterios que orienten a los órganos admi­
nistrativos en su actuación; ello permitirá 
una mayor eficacia y la debida pondera­
ción de la importancia de las conductas de 
mayor gravedad, evitando el automansmo 
en la aplicación de las sanciones. 

En consecuencia, con la aprobación del 
presente Real Decreto se da un importante 
paso en la lucha contra el fraude fiscal, por 
cuanto que se instrumenta un procedi­
miento para la imposición de sanciones en 
el ámbito tributario, en el que, con el má­
ximo respeto a los derechos y garantías del 
contribuyente, se tiene en cuenta, también, 
la necesaria eficacia y agilidad de la Admi­
nistración tributaria en el ejercicio de su la­
bor sancionadora, la cual constituye un 
factor de gran importancia en cuanto que 
restablece la legalidad vigente e incentiva el 
cumplimiento voluntario. 

Asimismo, el desarrollo reglamentario 
de los criterios de graduación de sanciones 
va a permitir a la Administración tributaria 
contar con un importante instrumento en 
el ejercicio de sus función, adaptado a las 
actuales necesidades organizativas y de 



gestión, así como a los principios que de­
ben inspirar Ja actuación administrativa, ya 
que la norma hasta ahora vigeme, el Real 
Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre, 
sobre procedimiemo para sancionar las in­
fracciones tributanas, ha venido aplicán­
dose, con carácter transitorio, en lo que no 
se opusiera a la Ley 25/1995, de 20 de 
julio, de modificación parcial de la Ley Ge­
neral Tributaria, lo que evidencia la necesi­
dad de contar con una normativa sancio­
nadora actualizada que desarrolle tanto la 
Ley General Tnbutaria como la Ley 
1/1998, de Derechos y Garantías de los 
Contribuyentes. 

De acuerdo con lo expuesto, el presente 
Real Decreto consta de 38 artículos agru­
pados en seis capítulos, tres disposiciones 
ad1c1onales, una disposición transitoria, 
una disposición derogatoria y tres d1sposi­
c1ones fi nales. 

El capítulo I recoge las disposiciones ge­
nerales y el ámbito de aplicación de la nor­
ma. El capítulo ll se refiere a la imposición 
de sanciones pecunianas por infracciones 
sim ples, señalando, en relación con las 
sanciones previstas en la Ley General Tri­
butaria, la aplicación de cada uno de los 
critenos de graduación previstos en dicha 
Ley. El capítulo llI comempla la imposi­
ción de sanciones pecuniarias por infrac­
ciones de graves, especificando la aplica­
ción de los criterios de graduación de 
sanciones previstos en la Ley General Tri­
butana. El capítulo IV hace ref erenc1a a la 
imposición de sanciones no pecuniarias. 
Por su parte, el capítulo V regula el proce­
dim1emo para la 1mpos1ción de sanciones 
tributarias, precisando tanto los órganos 
competentes para su imposición como el 
desarrollo del procedimiento. El capítulo 
VI se refiere a la suspensión de la ejecución 
de las sanciones y desarrolla lo dispuesto 
en el artículo 35 de la Ley 111998. 

Por su parte, la disposición adicional 
pnmera prevé una mayor eficacia y celeri­
dad en la comunicación entre órganos ad­
ministrativos y Tnbunales Económico-ad­
mimstrauvos para meJOr cumplimiento de 

NORMATIVA V JURISPRUDENCIA 

lo previsto en el presente Real Decreto: la 
d1spos1ción adicional segunda exuende al 
Impuesto General Indirecto Canario y al 
Impuesto sobre la Producción, los Servi­
cios y la lmportación en las Ciudades de 
Ceuta y Melilla las menciones contenidas 
en el Real Decreto al lmpuesto sobre el Va­
lor Añadido, y la disposición adicional ter­
cera determina los órganos competentes en 
materia de procedi mientos sancionadores 
incoados en el ámbito del Impuesto sobre 
el Patrimonio. 

La disposición transitona única se refie­
re a la liquidación de intereses de demora. 

La disposición final primera da nueva re­
dacción a determinados artículos del Regla­
memo General de la Inspección de los Tribu­
tos e incorpora al mismo nuevos preceptos 
dedicados al procedimiento sancionador. 

Por último, las disposiciones finales se­
gunda y tercera se refieren, respectivamen­
te, a la habilitación al Ministro de Econo­
m1a y Hacienda para el desarrollo y 
ejecución del presente Real Decreto y a la 
entrada en vigor del mismo. 

En su virtud, haciendo uso de lo dis­
puesto en la disposición final quinta de la 
Ley 1/1998, de 26 de febrero, y en la dispo­
sición final segunda de la Ley 25/1995, de 
20 de julio, a propuesta del Ministro de Eco­
nomía y Hacienda, con la aprobación del 
Ministro de Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros en su 
reunión del día 11 de septiembre de 1998. 

CAPÍTULO 11 

Inspección de sanciones pecuniarias 
por infracciones hibutruias simples 

Arliculo 11. Sanciones por incumplimiento de 
la obligación de facilitar datos con transcen­
dencia censal de actividades empresariales y 
profesionales. 

l. Se sancionará como infracción, en 
virtud de lo previsto en el apartado 4 del 
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REA' DECRETO 1930/1998 

artículo 83 de la Ley General Tnbutana, el 
incumplimiento de las siguientes obliga­
ciones: 

b) La obligación de presentar las decla­
rac1ones de variaciones de orden fis1co, 
económico o jundico que se produzcan en 
el eJercJCio de las actividades gravadas por 
el Impuesto sobre Actividades Económi­
cas, de acuerdo con lo dispuesto en el arti­
culo 91 de la Ley 3911988, de 28 de di­
ciembre, reguladora de las Haciendas 
Locales. 

2. El incumplimiento de las obligacio­
nes descntas se sancionará con multa de 
1.000 a 150.000 pesetas, según lo dispues­
to en el apartado 4 del artículo 83 de la Ley 
General Tnbutana. 

3. Las sanciones por infracción simple, 
establecidas en el apartado 2 anterior, se 
graduarán atendiendo a las circunstancias 
reguladas en los párrafos a) , c) y d) del ar­
tiettlo 15 del presente Real Decreto. 

Articulo 15. Criterios de Graduación. 

l. Las sanciones pecunianas por infrac­
ción tributaria simple se graduarán aten­
diendo en cada caso concreto a las circuns­
tancias que figuran en las letras siguientes: 

a) La comisión repetida de infracciones 
tributarias. Se apreciará la existencia de 
esta circunstancia cuando el sujeto infrac­
tor haya sido sancionado, en virtud de re­
solución firme en vía administrativa, den­
tro de los cinco años anteriores a la 
comisión de la infracción objeto del expe­
diente , por infracción tributaria simple de 
deberes u obhgac1ones de la misma natura­
leza. A estos efectos, se considerarán debe­
res u obligaciones de la misma naturaleza 
los regulados en cada uno de los artículos 
8 a 14 del presente Real Decreto. 

c) La falta de cumplimiento espontáneo 
o el retraso en el cumplimiento de las obh­
gac1ones o deberes formales o de colabora­
ción . 
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Cuando concurra esta ctrcunstanc1a, la 
cuantía de la sanción mímma prevista se 
incrementará, al menos, en un impone 
equivalente al 5 por 100 de la sanción má­
xima si el retraso en el cumplimiento de la 
obligación no hubiera excedido de tres me­
ses, en un 10 por 100, si el retraso fuera de 
tres o sets meses y en un 15 por 100 sí el 
retraso fuera superior a seis meses. 

Cuando la sanción se imponga por cada 
dato omitido, falseado o incompleto, la 
cuantía de la sanción mínima prevista a tal 
efecto se incrementará, al menos, en un 
importe equivalente al 0,5 por 100, 1 por 
100 ó 1,5 por l 00 de la sanción máxima 
prevista para cada dato omn1do, falseado o 
incompleto, en f unc1ón de que el retraso 
hubiera sido mfenor a tres meses, entre 
tres y seis meses o superior a seis meses. 

d) La trascendencia para la eficacia de 
la gestión tributaria de los datos, informes 
o antecedentes no facilitados y, en general, 
del incumplimiento de las obligaciones 
formales, de las de índole contable o regis­
tra! }' de colaboración o información a la 
Adm1mstrac1ón tnbutana. 

A estos efectos, tienen la consideración 
de obligaciones o deberes formales con 
trascendencia para la eficacia de la gesuón 
tributaria, en particular, los siguientes 

6. Las obligaciones de mformación que 
establece la d isposición adicional cuarta, 
apartado 3, de la Ley 43/1995 , de 27 de di­
ciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y 
la disposición adicional decimocuarta de la 
Ley 13/1996, de 30 de diciembre , de me­
didas fiscales, administrativas y del orden 
social. 

CAPÍTULO V 

P rocedimiento para la imposición 
de sanciones hibutarias 

5ECCION l.º ÓRGANOS COMPETENTES PARA LA 

IMPOSICIÓN DE ~ANCIONES 



ArUculo 25. Órganos competentes para la im­
posición de sanliones pecuniarias por infrac­
cwnes simples. 

l. Serán órganos compelentes para 
acordar e imponer las sanciones cons1sLen­
Les en mulla pecuniaria por infracciones 
simples, los DirecLores Generales del Mi­
nisterio de Economía y Hacienda y los Di­
recLores de DeparLamento de la Agencia 
Estatal de Administración Tributana en la 
esfera central, y los Delegados especiales y 
Delegados de dicha Agencia, así como los 
Admm1sLra<lores y AdminisLradores de 
Aduanas e Impuestos Especiales de la mis­
ma y los Delegados del Ministerio de Eco­
nomía y Hacienda, en la esfera territorial 

Tratándose de tributos u otras obligacio­
nes LribULanas cuya gestión corresponda a 
Depanamentos ministeriales disLinlos del 
Ministerio de Econom1a y Hacienda o a en­
tes esLaLales dependientes de aquéllos. se­
rán compelentes para la imposición de es­
Las sanciones, los Ululares de los respecuvos 
órganos centrales o Lernlonales. 

Disposición de rogatotia única. 
De rogación n01·mativa 

l. Quedan derogadas cuantas disposi­
ciones de igual o mf enor rango se opongan 
a lo previsLO en el presente Real DecrcLO. 

2. En parucular, quedan derogados: 

NORW.TIVA y JUR•sPRUOENCIA 

c) El aruculo 5 del Real Decreto 
1448/1989, de - de diciembre, por el que 
se desarrolla el anículo 74 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora 
de las Haciendas Locales. 

d) El articulo 74 del Reglamento Gene­
ral de la Inspección de los Tributos aproba­
do por Real DccreLO 93911986, de 25 de 
abril. 

6. «Articulo 63 ter. Imposición de san­
ciones pecumarias por la comisión de in­
fracciones LribuLarias simples. 

2. A los cfecLos de lo previsto en el 
apanado anterior, serán órganos compe­
tentes para acordar la iniciación del expe­
diente sanc10nador y para su resolución los 
DireCLores generales del MinisLeno de Eco­
nomía y Hacienda y los Directores de De­
partamentos de la Agencia Estatal de Ad­
ministración TnbuLaria en la esfera central, 
}' los Delegados especiales y Delegados de 
dicha Agencia, asi como los AdmmisLrado­
res y AdmmisLradores de Aduanas e Im­
puestos Especiales de la misma y los Dele­
gados del MinisLerio de Econom1a y 
Hacienda, en la esfera LerriLOrial. En cuan­
LO a la tramnación e insLrucc1ón del expe­
diente, la misma podrá encomendarse al 
actuario que desarrolló las actuaciones en 
cuyo procedimiento se pusieron de mani­
fiesto los hechos o acLUaciones que pudie­
sen ser consLnuuvos de infracción Lributa­
ria simple. • 
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